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to de artículos de la Comisión antes de fines de agosto
de 1965; ello pudiera entrañar para algunos gobiernos la
tarea de preparar dos series de observaciones, una para
la Comisión y otra para el Comité, pero no habrá pro-
blemas si esos gobiernos están dispuestos a hacerlo. Lo
que más le preocupa es que, si la octava reunión del
Comité Jurídico Consultivo no se celebra hasta marzo o
abril de 1966, quedará muy poco tiempo para que la
Comisión tenga en cuenta las observaciones que, sobre su
proyecto de artículos, se le transmitan después de esa
fecha, ya que, según el programa fijado, la labor de casi
dos terceras partes del proyecto tendrá que estar termi-
nada para el período de sesiones de verano de 1966.

79. El PRESIDENTE está seguro de que el Sr. Zaka-
riya tomará nota de esas observaciones, de importancia
para la colaboración futura entre la Comisión y el Co-
mité.

80. El Sr. EL-ERIAN señala con satisfacción que el
Comité Jurídico Consultivo presta en la actualidad ma-
yor atención a los temas que estudia la Comisión, y es-
pera que en el momento oportuno esté en condiciones
de aportar la valiosa contribución que se espera de él.
Es indudable que debe reforzarse y ampliarse la colabo-
ración entre ambos organismos.

81. El Sr. ROSENNE dice que hay que felicitar al
Sr. Ago por su brillante exposición ante el Comité Ju-
rídico Consultivo, que se reproduce en el anexo C de su
informe, uno de los mejores alegatos que en forma su-
cinta se han hecho durante mucho tiempo en pro de la
codificación. Desea al Comité toda clase de éxitos en sus
trabajos sobre derecho de los tratados. Opina que la
cuestión apuntada por el Sr. Elias acerca de las observa-
ciones del Comité es muy pertinente.

82. Quiere formular otra observación, dirigida en ge-
neral a la Secretaría, y confía en que ni el Sr. Ago ni
el Presidente la tomen a mal. Ha advertido en el anexo A
del informe del Sr. Ago que las Naciones Unidas han
estado representadas nada menos que por cinco personas
en la reunión de un organismo que, como la Comisión
acaba de tener conocimiento, no es verdaderamente re-
presentativo de toda la extensión geográfica que su título
hace suponer. No obstante, la Secretaría ha informado
a la Comisión durante la pasada quincena de que no
pueden distribuirse cien ejemplares de su Anuario a las
revistas jurídicas más importantes a causa de los gastos
que ello entraña, y que por la misma razón los miembros
de la Comisión no podían recibir el volumen II del Anua-
rio. Propone que las autoridades de las Naciones Unidas
competentes en la materia examinen más detenidamente
el problema de la representación de las Naciones Unidas
en reuniones de esa naturaleza, para tener la seguridad
de que no se hacen gastos innecesarios.

83. El PRESIDENTE cree saber que el representante
de las Naciones Unidas mencionado en el anexo A es el
director del Centro de Información de las Naciones Uni-
das en Bagdad y que el Sr. Ornar Sharaf es el represen-
tante interino de la Oficina del Alto Comisionado para
los Refugiados, con sede también en Bagdad.

84. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial del
derecho de los tratados, se adhiere a cuanto se ha ma-

nifestado a propósito de la exposición del Sr. Ago ante
el Comité Jurídico Consultivo así como a la bienvenida
tributada al Sr. Zakariya, y desea saber si el Comité
Jurídico Consultivo ha meditado la forma en que pudiera
ayudar a la Comisión en sus trabajos. Su observador ha
de tener en cuenta la importancia del factor tiempo, a fin
de que la Comisión pueda estudiar detenidamente las ob-
servaciones que formule el Comité. Por supuesto, hubie-
ra sido conveniente que esas observaciones se presentasen
en una fase anterior de los trabajos de la Comisión,
puesto que en su período de sesiones de verano de 1966
ésta se hallará muy ocupada dando cima a las últimas
etapas de su labor sobre el derecho de los tratados y le
será difícil, por falta de tiempo, estudiar cualesquiera
nuevas consideraciones que el Comité haga. Se trata a
todas luces de un problema general, el del momento más
oportuno en la labor codificadora de la Comisión para
prestar una ayuda útil a otros organismos, y al decir esto
piensa no sólo en el Comité Jurídico Consultivo, sino
también en el Consejo Interamericano de Jurisconsultos
y en otros organismos similares.

85. El PRESIDENTE, hablando como miembro de la
Comisión, dice que siempre ha propugnado la más es-
trecha colaboración entre la Comisión y todas las orga-
nizaciones regionales o no gubernamentales que estudien
los mismos problemas, pero siempre ha habido objecio-
nes por parte de la Secretaría, fundadas en lo que se
refiere a las organizaciones no gubernamentales en de-
terminadas consideraciones jurídicas. El Comité Jurídi-
co Consultivo Asiático-africano y el Consejo Interame-
ricano de Jurisconsultos han solicitado de la Asamblea
General su reconocimiento como entidades consultivas,
y la cuestión ha sido debatida extensamente en la Sexta
Comisión; ignora sin embargo si ocurre igual en lo que
se refiere al Consejo de Europa. De todas formas, la
cuestión se planteará cuando vuelva a examinarse el
tema del programa relativo a la colaboración con otros
organismos, y entonces la Comisión habrá de estudiar la
propuesta del Relator Especial encaminada a movilizar
todas las fuerzas disponibles con el fin de mejorar aún
más el proyecto de artículos.

86. Propone que la Comisión apruebe el informe de su
observador.

Queda aprobado oficialmente el informe del observa-
dor de la Comisión (A/CN.4/180).

Se levanta la sesión a las 17.55 horas.

802.a SESIÓN

Martes 15 de junio de 1965, a las 10 horas

Presidente: Sr. Milan BARTOS

Presentes: Sr. Ago, Sr. Amado, Sr. Briggs, Sr. Cas-
tren, Sr. El-Erian, Sr. Elias, Sr. Jiménez de Aréchaga,
Sr. Pal, Sr. Paredes, Sr. Pessou, Sr. Reuter, Sr. Rosen-
ne, Sr. Ruda, Sr. Tsuruoka, Sr. Tunkin, Sr. Verdross,
Sir Humphrey Waldock y Sr. Yasseen.
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Derecho de los tratados

(A/CN. 4/175 y Add. 1 a 3; A/CN. 4/177 y Add. 1;
A/CN. 4/L. 107)

(reanudación del debate de la sesión anterior)

[Tema 2 del programa]

ARTÍCULO 26 (Corrección de errores en el texto de los
tratados para los cuales no hubiere depositario) y
ARTÍCULO 27 (Corrección de errores en el texto de
los tratados para los cuales hubiere depositario)

Artículo 26
Corrección de errores en el texto de los tratados

para los cuales no hubiere depositario
1. Cuando en el texto de un tratado para el cual no

hubiere depositario se descubriese un error después que
el texto hubiere sido autenticado, los Estados interesados
se pondrán de acuerdo para corregir el error:

a) Haciendo la corrección pertinente en el texto del
tratado y pidiendo que representantes debidamente auto-
rizados al efecto rubriquen en el margen correspondiente
a la corrección;

b) Formalizando un protocolo, un acta, un canje de
notas o un instrumento similar en que se hagan constar
los errores del texto del tratado y las correcciones que las
partes hubieren acordado hacer; o

c) Formalizando, por el mismo procedimiento em-
pleado para el texto erróneo, un texto corregido de todo
el tratado.

2. Las disposiciones del anterior párrafo 1 se apli-
carán también cuando hubiere dos o más textos auténti-
cos de un tratado que no concordaren y se quisiere co-
rregir uno de los textos.

3. Cuando se hubiere corregido el texto de un tra-
tado de conformidad con las disposiciones de los ante-
riores párrafos 1 y 2, se considerará que el texto corre-
gido sustituye al texto original desde la fecha en que
este último fue adoptado, salvo que las partes decidieren
otra cosa.

4. Las correcciones que se hicieren en el texto de un
tratado de conformidad con las disposiciones del pre-
sente artículo se comunicarán a la Secretaría de las Na-
ciones Unidas.

Artículo 27
Corrección de errores en el texto de los tratados

para los cuales hubiere depositario
1. a) Cuando en el texto de un tratado para el cual

hubiere depositario se descubriere un error después que
el texto hubiere sido autenticado, el depositario seña-
lará el error a todos los Estados que hubieren partici-
pado en la aprobación del texto y a los demás Estados
que posteriormente hubieren firmado o aceptado el tra-
tado, y les hará saber que se corregirá el error si dentro
de un plazo determinado no se opusiere objeción alguna
a la corrección.

b) Si a la expiración del plazo fijado no se hubiere
opuesto objeción alguna a la corrección del texto, el de-
positario hará la corrección en el texto del tratado, ru-
bricando en el margen correspondiente a la corrección,
y levantará y formalizará un acta de rectificación de la
cual enviará un ejemplar a cada uno de los Estados que
fueren o pudieren ser parte en el tratado.

2. Cuando se descubriere un error en una copia cer-
tificada conforme de un tratado, el depositario levantará
y formalizará un acta en la que hará constar tanto el
error como la versión correcta del texto y enviará un

ejemplar de dicha acta a todos los Estados a que se re-
fiere el apartado b) del párrafo 1 del presente artículo.

3. Las disposiciones del párrafo 1 se aplicarán tam-
bién cuando dos o más textos auténticos de un tratado
no concordaren y se propusiere la corrección de uno de
los textos.

4. Cuando se formulare alguna objeción a la pro-
puesta de corregir un texto, de conformidad con las dis-
posiciones de los párrafos 1 ó 3 del presente artículo, el
depositario comunicará a todos los Estados interesados
la objeción y todas las demás respuestas que hubiere re-
cibido a las notificaciones a que se refieren los párrafos 1
y 3. Ello, no obstante, cuando el tratado hubiere sido
redactado en una organización internacional o en una
conferencia convocada por una organización internacio-
nal, el depositario comunicará también la propuesta de
corrección y la objeción a dicha propuesta al órgano
competente de la organización de que se trate.

5. Salvo que los Estados interesados decidieren otra
cosa, cuando se hubiere corregido el texto de un tratado
de conformidad con las disposiciones de los párrafos an-
teriores del presente artículo, se considerará que el texto
corregido sustituye al texto erróneo desde la fecha en
que este último fue adoptado.

6. Las correcciones que se hicieren en el texto de
un tratado de conformidad con lo dispuesto en el pre-
sente artículo, se comunicarán a la Secretaría de las Na-
ciones Unidas.

1. El PRESIDENTE invita al Relator Especial a pre-
sentar sus propuestas relativas al artículo 26, que es el
primero de dos artículos complementarios sobre la co-
rrección de errores en el texto de los tratados.

2. El Sr. CASTREN, planteando una cuestión de or-
den, propone que la Comisión estudie al mismo tiempo
el artículo 27 pues el Relator Especial sugiere que se dis-
tribuya en tres artículos el contenido actual de los artícu-
los 26 y 27, y el Gobierno japonés ha propuesto que se
refundan éstos en uno solo (A/CN.4/175).

3. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, pre-
feriría proceder según propone el Sr. Castren.

4. El PRESIDENTE dice que si no se formulan ob-
jeciones, entenderá que se aprueba la propuesta del
Sr. Castren.

Queda aprobada la propuesta del Sr. Castren.

5. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, dice
que, con objeto de tener en cuenta las observaciones de
los gobiernos, ha propuesto en su informe (A/CN.
4/177/Add. l) que los diez párrafos de los artículos 26
y 27 aprobados en 1962 se sustituyan por un texto más
breve distribuido en tres artículos. Esto lo ha conseguido
situando en su nuevo artículo 27 bis algunas disposi-
ciones sobre procedimiento aplicables a todos los trata-
dos, que en la versión de 1962 figuraban en los párra-
fos 3 y 4 del artículo 26 y se repetían en los párrafos 5
y 6 del artículo 27.

6. El texto refundido que propone el Gobierno japonés
omite tres cuestiones de fondo previstas tanto en el texto
de 1962 como en su propia propuesta. La primera es la
falta de concordancia entre dos o más textos auténticos
cuando el texto del tratado está redactado en más de un
idioma; el problema es análogo al de la corrección de
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un tratado redactado en un texto único. La segunda
es la de las copias certificadas; es conveniente incluir
una disposición acerca de ellas porque los gobiernos las
utilizan con frecuencia para determinar el texto exacto
del tratado a los efectos de la legislación interna. La ter-
cera se refiere a las objeciones a una corrección pro-
puesta. La referencia que se hace a esta tercera cuestión
complica indudablemente la exposición de la materia,
pero es preciso hacerla: en efecto, los artículos tratan del
caso de que no se haya formulado objeción alguna, pero
no sería adecuado omitir toda referencia al caso con-
trario.
7. Si se tienen presentes esas tres observaciones, como
a su juicio debe hacerse, sería preferible desde el punto
de vista de la redacción distribuir las diversas disposicio-
nes en los tres artículos siguientes que él ha propuesto :

Artículo 26

1. A menos que los Estados interesados acuerden
otra cosa, cuando en el texto de un tratado para el cual
no hubiere depositario se descubriese un error después
que el texto hubiere sido autenticado, el error se corre-
girá:

á) Haciendo la corrección pertinente en el texto del
tratado y pidiendo que representantes debidamente auto-
rizados al efecto rubriquen en el margen correspondiente
a la corrección;

b) Formalizando un protocolo, un acta, un canje de
notas o un instrumento similar en que se hagan constar
los errores del texto del tratado y las correcciones que
las partes hubieren acordado hacer; o

c) Formalizando, por el mismo procedimiento em-
pleado para el texto erróneo, un texto corregido de todo
el tratado.

2. El párrafo 1 se aplicará también cuando hubiere
dos o más textos auténticos de un tratado que no con-
cordaren y se conviniere corregir uno de los textos.

Artículo 27

1.a ) A menos que se acuerde otra cosa, cuando en
el texto de un tratado para el cual hubiere depositario se
descubriese un error después que el texto hubiere sido
autenticado, el depositario señalará el error a todos los
Estados interesados, y les hará saber que se corregirá el
error si dentro de un plazo determinado no se opusiere
objeción alguna a la corrección.

b) Si a la expiración del plazo fijado no se hubiere
opuesto objeción alguna a la corrección del texto, el de-
positario hará la corrección en el texto del tratado, ru-
bricando en el margen correspondiente a la corrección,
y levantará y formalizará un acta de rectificación de la
cual enviará un ejemplar a cada uno de los Estados inte-
resados.

2. Las mismas normas se aplicarán cuando dos o más
textos auténticos de un tratado no concordaren y se pro-
pusiere la corrección de uno de los textos.

3. Cuando se formulare alguna objeción a la pro-
puesta de corregir un texto, de conformidad con los pá-
rrafos 1 ó 2, el depositario comunicará a todos los Es-
tados interesados la objeción y todas las demás respues-
tas que hubiere recibido a las notificaciones mencionadas
en dichos párrafos. Ello, no obstante, cuando el tratado
hubiere sido redactado en una organización internacio-
nal, el depositario comunicará también la propuesta de
corrección y la objeción a dicha propuesta al órgano
competente de la organización de que se trate.

4. Cuando se descubriere un error en una copia cer-
tificada conforme de un tratado, el depositario levantará
y formalizará un acta en la que hará constar tanto el
error como la versión correcta del texto y enviará un
ejemplar de dicha acta a cada uno de los Estados inte-
resados.

«Artículo 27 bis
Entrada en vigor y notificación de las correcciones

al texto de un tratado
1. Cuando se hubiere corregido el texto de un tra-

tado de conformidad con el artículo 26 ó 27, se consi-
derará que el texto corregido sustituye al texto erróneo
desde la fecha en que este último fuere adoptado, salvo
que los Estados interesados decidieren otra cosa.

2. Las correcciones que se hicieren en el texto de
un tratado entrado en vigor se comunicarán a la Secre-
taría de las Naciones Unidas.»

8. El Sr. CASTREN dice que el nuevo texto que pro-
pone el Relator Especial es más breve y más sencillo
que el de 1962 y lo mejora en varios aspectos. No obs-
tante, opina que la materia podría ser tratada en un solo
artículo redactado como propone el Gobierno del Japón.
Si, como estima el Relator Especial, existen lagunas en
el texto que propone ese gobierno, podrían salvarse aña-
diéndole por una parte lo fundamental del párrafo 2 de
cada uno de los artículos 26 y 27 de la nueva versión
del Relator Especial, relativos a las correcciones en dos
o más textos auténticos de un tratado que no concordaren
y, por otra, los párrafos 3 y 4 del artículo 27 en su nue-
va versión que tratan de las objeciones a las propuestas
de corrección y de los deberes del depositario cuando se
trata de corregir errores en las copias certificadas de los
tratados.
9. El Relator Especial utiliza en varios pasajes de su
nueva versión la frase «los Estados interesados», pro-
puesta por el Gobierno de los Países Bajos (A/CN.
4/175/Add.l, artículo 27). Es posible que ofrezca la
ventaja de aligerar el texto, pero sigue creyendo que es
un tanto vaga.

10. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, dice
que la expresión «Estados interesados» es provisional.
Ha sido muy difícil hallar expresiones adecuadas para
designar a los Estados que hay que consultar en los di-
versos supuestos mencionados en el proyecto; el Comité
de Redacción está ocupándose de esto y es de esperar
que proponga alguna mejora.

11. El Sr. ELIAS dice que, dado que toda la sección V
trata de las funciones del depositario, convendría modi-
ficar el orden de sus artículos. Debería comenzar con el
artículo 29, que define las funciones generales del depo-
sitario; luego vendría el artículo 28 y por último las dis-
posiciones sobre corrección de errores en el texto de los
tratados.
12. Cree que puede simplificarse el texto de los artícu-
los 26 y 27 aún más de lo que propone el Relator Espe-
cial, aunque por su parte no está seguro de si las dispo-
siciones deben figurar en uno o en dos artículos; en todo
caso, nunca convendría que fueran tres.

13. El Sr. ROSENNE dice que el Relator Especial ha
hecho una simplificación muy útil. Señala, no obstante,
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que según sus nuevas propuestas habría cuatro artículos
relativos al error; a saber, los artículos 26, 27 y 27 bis
sobre la corrección de errores, y el artículo 44 que con-
tiene disposiciones de fondo al respecto. Considera que
la abundancia de disposiciones sobre las diversas formas
de error lleva aparejado un riesgo desde el punto de vista
psicológico.
14. En cuanto a la reordenación del texto, recuerda
que el Sr. Tunkin propuso en otra sesión J un artículo
general relativo a las diferencias de carácter procesal
entre los tratados que tienen depositario y los que no lo
tienen. De aceptarse dicha propuesta, se podría simplifi-
car mucho el enunciado de las normas sustantivas de los
artículos 26 y 27, y en otra parte del proyecto podría
tratarse de las disposiciones especiales sobre las obliga-
ciones del depositario cuando hay errores de esa índole.
La primera norma sería la del párrafo 1 del artículo 26,
propuesto por el Relator Especial. Luego vendría una
disposición sobre la falta de concordancia entre dos o
más textos auténticos en idiomas distintos; a este res-
pecto, propone que se sustituya la palabra «textos» por
la palabra «versiones», no sólo en los artículos 26 y 27,
sino también en los artículos 72 y 73. También sugiere
que las disposiciones sobre la corrección de textos dis-
cordantes figuren en un artículo aparte a fin de no exa-
gerar la importancia del problema del error.
15. Acepta el principio general del derecho que se for-
mula en el párrafo 1 del artículo 27 bis del Relator Es-
pecial, pero considera que las disposiciones del párrafo 2
debieran figurar en el artículo 25 relativo al registro de
tratados.
16. A continuación quisiera referirse única y exclusi-
vamente al párrafo 4 del artículo 34. En el 15.° período
de sesiones, celebrado en 1963, la Comisión estudió si
convenía mantener dicho párrafo y dónde habría que
colocarlo; el Relator Especial indicó que la cuestión se-
ría «nuevamente examinada cuando se estudien los ar-
tículos 26 y 27» 2. El orador estima que el lugar ade-
cuado sería el párrafo 1 del artículo 27 bis.

17. El título de la sección V no le parece exacto porque
comprende cuestiones completamente distintas 3.

18. El Sr. RUDA no puede dejar de reconocer que la
propuesta del Gobierno sueco de suprimir los artícu-
los 26 y 27 por ser normas «más propias de un código
de prácticas recomendadas que de una convención»
(A/CN.4/177) tiene cierta base. No obstante, apoya la
propuesta del Gobierno japonés de refundir los artícu-
los 26 y 27.
19. Aunque el Relator Especial ha hecho un loable es-
fuerzo por simplificar el texto, desea plantear una serie
de cuestiones en torno a las nuevas propuestas presen-
tadas. El párrafo 1 del artículo 26, presentado por el
Relator, comienza con la salvedad «A menos que los
Estados interesados acuerden otra cosa»; habida cuenta

1 Vid. párr. 87 de la 800.a sesión.
2 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963,

vol. I, pág. 221, párr. 17.
3 El título de la sección correspondiente del proyecto de

1962 era «La corrección de errores y las funciones de los de-
positarios.»

de esa salvedad, huelgan los apartados a, b y c del pá-
rrafo 1, ya que representan tres métodos que los Estados
interesados pueden adoptar mediante acuerdo. Sería
oportuno establecer una norma supletoria si sólo existie-
ra una norma aplicable a falta de acuerdo en contrario,
pero dado que se ofrecen varias posibilidades, dichos
apartados son redundantes. Bastaría con decir que los
Estados interesados escogerán de común acuerdo el mé-
todo de corrección.
20. El párrafo 2 del mismo artículo trata exactamente
de lo mismo que el párrafo 2 del artículo 27 del Relator
Especial, y convendría que el Comité de Redacción estu-
diase la posibilidad de refundir esas dos disposiciones en
una sola. Contrariamente a lo propuesto por el Gobierno
japonés, pide que se conserve tal disposición. Es de suma
importancia práctica prever el caso de la falta de concor-
dancia entre dos o más textos auténticos. Hace poco tuvo
ocasión de ocuparse de un importante asunto de este
tipo, a saber, la falta de concordancia de los textos autén-
ticos en inglés, francés y español de la Convención de
Ginebra de 1958 sobre el mar territorial y la zona con-
tigua.
21. El Comité de Redacción podría tratar de simplifi-
car la redacción del artículo 27 propuesto por el Relator
Especial, en particular la del apartado b del párrafo 1
y la del párrafo 3 que son excesivamente detallados para
los fines de un proyecto de convención.
22. Elogia al Relator Especial por su proyecto de ar-
tículo 27 bis, cuyas disposiciones finales son muy ade-
cuadas para un único artículo sobre corrección de
errores.

23. El Sr. AGO aprecia el trabajo de simplificación
del Relator Especial y estima que tal vez el Comité de
Redacción pueda simplificar aún más. Como ha dicho el
Sr. Rosenne, dedicar demasiadas disposiciones al pro-
blema del error sería darle una importancia excesiva.
24. Existe también otro aspecto que el Sr. Rosenne ha
señalado acertadamente; la palabra «error» se emplea
con sentidos distintos en dos pasajes del proyecto. Los
artículos 26 y 21 y también el párrafo 4 del artículo 34
se refieren a errores de redacción que no afectan a la va-
lidez del tratado, mientras que en el resto del artículo 34
se trata de un error que vicia el consentimiento de un
Estado y por consiguiente afecta a dicha validez.
25. Además de que convendría condensar y aun refun-
dir los artículos 26 y 27, habría que aclarar que se refie-
ren a la corrección de errores en el texto, a fin de evitar
toda confusión con la materia que constituye el objeto
del artículo 34.

26. El Sr. REUTER dice que también a él le han im-
presionado las observaciones del Sr. Rosenne. El artícu-
lo 26 no es comprensible para quien no haya seguido
los anteriores trabajos de la Comisión. En efecto, la úni-
ca definición de los errores a que se refiere el artículo 26
es la del párrafo 4 del artículo 34, y aun ésta no es clara.
¿En qué consiste exactamente un error de redacción?
Esta cuestión es más compleja de lo que parece a pri-
mera vista. Los errores de pluma o tipógrafos no plantean
dificultad alguna. Pero un error de traducción es muy
distinto y mucho más grave. Ahora bien, el párrafo 2
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del artículo 26 propuesto por el Relator Especial parece
referirse a errores de traducción. A su juicio, la Comisión
debería aplazar el examen de los artículos 26 y siguien-
tes y efectuar un detenido estudio de cada categoría de
error ya que los problemas que plantean son muy di-
versos.

27. El Sr. JIMÉNEZ de ARÉCHAGA dice que la Co-
misión debería tener muy presente la distinción entre los
errores de copia o traducción previstos en los artículos 26
y 27 y los errores que afectan a la validez de un tratado.
Se ha abordado toda esta cuestión partiendo del supuesto
de que para que un error quede sujeto a las disposiciones
de los artículos 26 y 27 es preciso que todas las partes
convengan en que se trata de un error. A falta de dicho
acuerdo, el asunto se convierte en una divergencia entre
Estados que ha de resolverse por otros medios; en casos
extremos, el error puede afectar a la validez del tratado.
Es pues importante que se exprese con claridad el alcan-
ce que da la Comisión a los artículos 26 y 27.

28. El Sr. AGO pregunta al Sr. Reuter si su propósito
ha sido proponer que el procedimiento para la correc-
ción de errores que no afecten a la validez del tratado
se examine sólo después del artículo 34.

29. El Sr. REUTER dice que a pesar de las explica-
ciones del Sr. Jiménez de Aréchaga, sigue pensando que
los artículos 26 y 27 en su forma actual no indican cla-
ramente si se refieren a los errores de toda índole, respec-
to de cuya corrección estén de acuerdo los Estados.
30. Se ha señalado que el título de la sección V men-
ciona dos cuestiones distintas, a saber, la corrección de
errores y las funciones del depositario. Sería preferible
tratar de la corrección de errores en relación con el ar-
tículo 34, es decir cuando se estudie el «error» en gene-
ral, pero como caso particularmente fácil de resolver.
31. Si la Comisión prefiere no cambiar el orden del
proyecto, habrá de aclarar al comienzo del artículo 26
que éste se refiere a un determinado tipo de error; al
error, sea cual fuere, que los Estados están de acuerdo en
subsanar.

32. El Sr. TUNKIN no comparte los temores del
Sr. Reuter. La práctica demuestra claramente que los
errores del tipo previsto en los artículos 26 y 27 se con-
sideran de carácter puramente lingüístico. En tal caso no
hay divergencia en cuanto al fondo sino en cuanto a la
expresión o el texto, y los errores se corrigen por méto-
dos mucho más sencillos que los utilizados para los erro-
res de fondo a que se refiere el artículo 34.
33. Le satisface cuanto ha hecho el Relator Especial
por abreviar los artículos pero cree que cabría simplifi-
carlos aún más. Con todo, no está seguro de que en ese
caso el mejor modo de lograr tal resultado sea la pro-
puesta que él mismo presentó en una sesión anterior, de
insertar un artículo sobre normas de procedimiento para
tratados que tienen depositario 4. Se inclina a creer que
para no atribuir una importancia exagerada a esta cues-
tión es mejor consagrar un artículo, y no tres, a la correc-
ción de errores en el texto.

* Vid. párr. 87 de la 800.a sesión.

34. El Sr. AMADO, si bien comprende las preocupa-
ciones de los Sres. Rosenne y Reuter acerca de las cues-
tiones tratados en el artículo 34, desea señalar que los
artículos 26 y 27 se refieren al aspecto externo del trata-
do. Como vienen después de un artículo relativo al re-
gistro y publicación de tratados, el artículo 26 y los que
le siguen indican que los tratados deben registrarse en
una forma exacta y que deben subsanarse los errores que
haya; luego, el artículo sobre las funciones del deposita-
rio se refiere a los actos ulteriores que se precisan para
establecer la forma externa del tratado.
35. Le preocuparía que la cuestión casi exclusivamente
formal de la corrección de errores se transfiriese a una
sección relativa al fondo y a la validez del tratado. Vale
más simplificar las disposiciones que cambiarlas de lugar
en el texto. A este respecto, las sugestiones del Sr. Ruda
son perfectamente aceptables. No conviene que en el
proyecto se dé a esta cuestión más importancia de la que
tiene.

36. El PRESIDENTE dice que a su juicio los artícu-
los 26, 27 y 27 bis se refieren a los llamados errores de
expresión y no a los errores de fondo.
37. El Sr. YASSEEN estima que hay una diferencia
muy clara, de naturaleza y no de grado, entre la cuestión
tratada en el artículo 34 y la que se trata en los artícu-
los 26 y 27. Mientras que el artículo 34 se refiere a los
errores relativos a la formación del consentimiento, los
artículos 26 y 27 se refieren a los errores relativos a la
expresión del consentimiento. Quizás el Comité de Re-
dacción pueda aclarar aún más esa distinción en el texto
mismo de los artículos. Las disposiciones sobre correc-
ción de errores materiales no deben cambiarse de lugar y
en ningún caso deben vincularse al artículo 34, ya que
no se debe confundir el error material con el error de
fondo.
38. Es evidente que, en su versión revisada, el Relator
Especial se ha esforzado por simplificar el texto. Quizás
el Comité de Redacción pueda simplificarlo aún más,
puesto que la cuestión no es tan importante como para
consagrarle largos artículos.
39. El Sr. AGO dice que no sólo hay que simplificar
el texto sino también hacerlo muy claro. Los artículos 26
y 27 describen el procedimiento para corregir los errores
que los Estados convengan en tratar como tales. Por
tanto, no es preciso especificar en el proyecto la natu-
raleza de esos errores. Pueden ser más graves que sim-
ples errores tipográficos; ahora bien, a veces los Estados
convienen en sustituir un término por otro que, a su jui-
cio, expresa mejor lo que han querido decir, sin que haya
error propiamente dicho. Lo esencial es que en los ar-
tículos 26 y 27 se prevean los errores que los Estados
están dispuestos a corregir y que éstos no invoquen como
algo que ha viciado su consentimiento. Por consiguiente,
en estos artículos debe acentuarse la idea de corrección
más que la idea de error.
40. Conviene con el Sr. Tunkin en que no se debe de-
dicar a esta cuestión más espacio del que merece, proba-
blemente un solo artículo bastaría.
41. El Sr. TSURUOKA opina que las disposiciones
que se examinan ocupan en el proyecto el lugar que les
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corresponde pues en la práctica la corrección de errores
de forma es parte del proceso de elaboración de tratados.
42. Para responder a las objeciones de los Sres. Ro-
senne y Reuter, el Comité de Redacción debiera hacer
resaltar más que las disposiciones se refieren a errores
de forma y no de fondo. La diferencia entre esas dos
clases de errores es evidente; se trata de una diferencia
de naturaleza acusada en el procedimiento, que es mucho
más sencillo para los primeros que para los segundos.

43. Hay que felicitar al Relator Especial por cuanto ha
hecho para simplificar el texto aprobado en 1962.

44. El Sr. REUTER dice que es fácil determinar a
posteriori el tipo de error de que se trata. Cuando los
Estados convienen en que es de redacción, se tratará en
efecto de un error de redacción y nadie lo discutirá; pero
si no se ponen de acuerdo y lo que para unos es un error
de redacción es para otros un error de fondo, la diver-
gencia de opiniones puede ocasionar litigios internacio-
nales.

45. Está dispuesto a aceptar la sugestión del Sr. Ago de
que esta sección del proyecto contenga un artículo sobre
corrección de errores por común acuerdo de los Estados.
Ahora bien, mientras éstos pueden modificar casi lo que
quieran, no puede decirse lo mismo del depositario, que
sólo puede corregir un error cuando se trata realmente
de una equivocación material o de un lapsus en la redac-
ción. En caso de error de traducción, cuando por ejem-
plo tres de los textos concuerdan y el cuarto difiere de
ellos, ¿quién ha de decidir si se trata de un error de for-
ma o de fondo? Estas cuestiones suscitan controversias
entre los Estados. Por consiguiente, si la Comisión sigue
la sugestión del Sr. Ago, habrá que precisar si las co-
rrecciones previstas se aplican a todos los errores cual-
quiera que sea su naturaleza, o sólo a determinados erro-
res y, en este último caso, a cuáles. Semejante artículo
sólo indicaría un procedimiento y su campo de aplica-
ción. Si cualquier tipo de error puede corregirse de este
modo, habrá que hacer una distinción entre los casos en
que la iniciativa de la corrección es de los Estados y los
casos en que es del depositario.

46. Además, si la Comisión desea conservar el orden
actual de los artículos y si ha de hacerse alguna remisión
entre el artículo 26 y el artículo 34, es preferible que
ésta se haga en el artículo 26.

47. Al Sr. PAL le sorprende que se plantee la cuestión
del tipo de errores a que se refieren los artículos 26 y 27
como si se tratara de algo nuevo. En efecto, ya fue ex-
tensamente discutida en el 14.° período de sesiones, en
1962, cuando la Comisión examinó el artículo 24 del
primer informe del Relator Especial (A/CN.4/144/
Add.l) 5, correspondiente al actual artículo 26, dedicán-
dole la mayor parte de sus sesiones 657.a y 661.a6 . De
ese debate se deduce claramente que la Comisión tuvo en
cuenta todo tipo de errores, materiales o de fondo, siem-
pre que se admitiese que eran en efecto errores. El requi-
sito previo esencial es el acuerdo de las partes en cuanto

5 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. II, pág. 94.

« Ibid., vol. I, págs. 196 a 198 y 227 a 229.

a la existencia del error, como entonces puso de relieve
repetidas veces el Relator Especial.

48. El Sr. AMADO dice que el Sr. Pal ha expuesto la
cuestión con toda claridad: los artículos 26 y 27 tratan
de los errores que los Estados convienen en corregir. En
cambio, el artículo 34 se refiere al error relativo de fondo
que un Estado puede alegar para invalidar su consenti-
miento. Las dos cuestiones nada tienen que ver entre sí
y deben mantenerse enteramente separadas.

49. El PRESIDENTE invita al Relator Especial a re-
capitular el debate sobre los artículos 26 y 27.

50. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, dice
que la Comisión procedió acertadamente en su 14.° pe-
ríodo de sesiones al examinar por separado el error de
fondo y el error de forma; todo intento de incluir unos y
otros en las mismas disposiciones induciría a confusión.
Insiste pues en que las normas sobre errores de forma
permanezcan en su actual contexto dentro de la parte I,
titulada «Celebración, entrada en vigor y registro de los
tratados», y que las disposiciones sobre errores que afec-
tan a la validez de los tratados figuren en el artículo 34.

51. Hay que determinar si está suficientemente clara la
distinción entre ambos tipos de errores en los artículos
26 y 27 por un lado, y en el artículo 34 por otro. En la
versión inglesa, la distinción queda clara por utilizarse
en los artículos 26 y 27 la expresión «errors in the texts»
(«errores en el texto») y en el artículo 34 la expresión
«error respecting the substance» («error relativo al fon-
do»). El Comité de Redacción puede, no obstante, estu-
diar la posibilidad de introducir alguna mejora y velar
por que las versiones francesa y española sean igualmente
claras. De todos modos, ningún gobierno parece haber
abrigado la menor duda en torno a las cuestiones de que
tratan los artículos 26 y 27, de lo que se infiere que el
texto de 1962 está bastante claro a este respecto.

52. En cuanto al alcance de los artículos, coincide ple-
namente con el Sr. Pal en que la determinación de lo que
constituye un error de expresión debe ser objeto de
acuerdo. Esta cuestión figura con mayor claridad en su
proyecto de artículo 27 que en el artículo 26, aunque en
el apartado b del párrafo 1 de este último ya se indica
la necesidad de un acuerdo.
53. Los artículos 26 y 27 se refieren evidentemente a
todas las correcciones de forma, cualquiera que sea la
procedencia del error. En todos esos casos habrá un
error, y a tal respecto él no está de acuerdo con el
Sr. Ago. Incluso cuando las partes convengan en que
el texto del tratado contiene una expresión poco afortu-
nada, quizá a causa de su matiz político, se tratará de
un caso de error de expresión. Ahora bien, si las partes
reconocen que el texto es impecable pero desean simple-
mente modificarlo mediante acuerdo, habrá un caso de
modificación que debe regirse por las disposiciones espe-
ciales sobre modificación de los tratados.

54. Por lo que respecta a la redacción de los artícu-
los y a la propuesta de que los artículos 26, 27 y 27 bis
se refundan en uno solo, comparte la opinión del Sr. Ro-
senne de que no conviene dar demasiada importancia a
la corrección de errores. Sin embargo, si se incluyen,
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como el orador cree que debe hacerse, las tres cuestiones
omitidas en la propuesta del Gobierno japonés, el artícu-
lo único resultará excesivamente largo. Recuerda que el
Sr. Castren ha insistido en que se las conserve y que
nadie ha pedido la supresión de ninguna de ellas. Por
consiguiente, el Comité de Redacción debe actuar sobre
la base de que habrá que incluirlas.
55. En cuanto a la sugestión del Sr. Rosenne de que se
aproveche la propuesta del Sr. Tunkin de un artículo
general que distinga entre tratados con depositario y tra-
tados que no lo tienen, le es grato comprobar que el pro-
pio Sr. Tunkin no cree que su propuesta sea aplicable
al caso. Los problemas planteados nada tienen que ver
con el procedimiento sino más bien con la formulación
del acuerdo sobre corrección. Cuando no haya deposita-
rio, las partes resolverán directamente la cuestión; cuan-
do haya depositario, supuesto casi inevitable en todo tra-
tado multilateral importante, habrá que averiguar por
medio de él si todas las partes están de acuerdo acerca
de la existencia del error y de la decisión de corregirlo.
Tal cuestión no puede tratarse adecuadamente en un ar-
tículo general sobre el procedimiento a seguir según haya
o no haya depositario.
56. Propone por ello que los artículos 26, 27 y 27 bis
se remitan al Comité de Redacción para que los examine
con miras a abreviarlos de la manera más conveniente
según lo manifestado en el debate.

57. El PRESIDENTE dice que, si no hay objeciones,
considerará que se decide remitir al Comité de Redac-
ción los artículos 26, 27 y 27 bis como ha propuesto el
Relator Especial.

Así queda acordado.

58. El Sr. TSURUOKA sugiere que, para disipar toda
posibilidad de equívoco, se aclare en el comentario que
las medidas previstas en dichos artículos se adoptarán
normalmente durante el proceso de celebración del tra-
tado, entre el momento de la autenticación del texto y
el de la firma, ratificación u otro acto análogo.

59. El Sr. ROSENNE dice que el problema de la co-
rrección de un error puede también plantearse con pos-
terioridad a la ratificación, por lo que debe examinarse
con detenimiento el lugar que han de ocupar en el pro-
yecto de los tres artículos. No está seguro de coincidir
con el Sr. Tsuruoka.

60. El Sr. TSURUOKA opina que todo cambio pos-
terior a la ratificación constituye una modificación del
tratado y no una mera corrección del texto, aun cuando
aquella modificación se efectúe por un procedimiento
simplificado.

61. El PRESIDENTE recuerda que en 1962 la Comi-
sión sostuvo la posibilidad de corregir errores descubier-
tos en el texto declarado definitivo. De todos modos, la
sugerencia del Sr. Tsuruoka será puesta en conocimiento
del Comité de Redacción.

62. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, opi-
na que la sugerencia del Sr. Tsuruoka va demasiado lejos
ya que limitaría indebidamente la aplicación de los ar-
tículos relativos a corrección de errores.

63. Sugiere que se pida al Comité de Redacción que
examine otras dos cuestiones además de las que ha men-
cionado en su resumen. En primer lugar, el título de la
sección V no está bien elegido y convendría revisarlo
pero eso es asunto que puede dejarse en suspenso hasta
que se adopte una decisión definitiva sobre el orden de
los artículos.
64. La segunda es si debe o no trasladarse el contenido
del párrafo 4 del artículo 34 de la sección relativa a la
validez de los tratados, a la que se ocupa de la correc-
ción de errores. Como ya ha indicado, tal vez no proceda
dar demasiada importancia a esa cuestión pero le parece
evidente que el artículo 34 no es el contexto adecuado
para regularla.

Así queda acordado 7.

ARTÍCULO 28 (El depositario de tratados multilaterales)

Artículo 28
El depositario de tratados multilaterales

1. Cuando en un tratado multilateral no se desig-
nare depositario, y salvo que los Estados que lo hubieran
aprobado lo designaren de otro modo, el depositario
será:

a) En el caso de un tratado redactado en una or-
ganización internacional o en una conferencia convo-
cada por una organización internacional, el órgano com-
petente de dicha organización internacional;

b) En el caso de un tratado redactado en una con-
ferencia convocada por los Estados interesados, el Es-
tado en cuyo territorio se hubiere reunido la confe-
rencia.

2. Cuando un depositario no aceptare o no asumiere
sus funciones o dejare de ejercerlas, los Estados que hu-
bieren negociado el tratado se pondrán de acuerdo para
designar otro depositario.

65. El PRESIDENTE invita al Relator Especial a co-
mentar el artículo 28.

66. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, dice
que el artículo 28 no ha suscitado críticas de los gobier-
nos. El Gobierno sueco, que suele censurar el hecho de
que los textos de la Comisión tengan un carácter des-
criptivo o procesal, reconoce que el artículo 28 contiene
una norma dispositiva; por su parte, el Gobierno de los
Estados Unidos lo considera útil como expresión de una
práctica muy aceptada. No tiene propuesta alguna que
formular acerca de ese texto.

67. El Sr. TUNKIN señala que la mayoría de los go-
biernos no han formulado observaciones sobre el artícu-
lo 28 porque a los efectos prácticos es un artículo inútil.
Nada cabe objetar a dicha norma supletoria pero puede
prescindirse de ella en absoluto pues en la práctica mo-
derna de la elaboración de tratados siempre se prevé un
depositario y, por lo que se refiere al párrafo 2, se trata
de casos que se regulan por acuerdo ulterior entre las
partes.

68. El Sr. AGO no está seguro de la necesidad ni de
la conveniencia del artículo. Prevé la hipótesis de que el

7 Vid. reanudación del debate en los párrs. 6 a 14 de la
815.a sesión.
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tratado no diga nada en cuanto al depositario, que las
partes no hayan convenido otra cosa al respecto y que
sea completamente imposible, por el silencio del propio
tratado, deducir del texto a quién han elegido las partes
como depositario. En un primer supuesto, el del tratado
redactado en una organización internacional, el deposita-
rio sería, en virtud del apartado a del párrafo 1 del pro-
yecto aprobado en 1962, el órgano competente de dicha
organización internacional. A su juicio, no es preciso
enunciar esa norma pues o bien ya figura en el estatuto
de la organización internacional de que se trate o bien en
el reglamento de esa organización; de no ser así, la Co-
misión no puede permitirse decir que será depositario el
órgano competente de la organización. Si ni el estatuto
de la organización, ni el reglamento de la misma, ni el
propio tratado designan como depositario a ese órgano,
la Comisión no podrá adoptar una norma de carácter ge-
neral a tal efecto.
69. En el supuesto de que se ocupa el apartado b del
párrafo 1, el de un tratado redactado en una conferencia
convocada por los Estados interesados, el depositario de-
biera ser el Estado en cuyo territorio se reúne la confe-
rencia. En realidad, el lugar de reunión se escoge a veces
al azar o por las facilidades que ofrece: ¿por qué decir
entonces que si nadie ha designado como depositario al
país huésped, éste debe serlo sólo por el hecho de que
la conferencia se celebra en su territorio?
70. A su juicio, esas normas supletorias no son justi-
ficables y la Comisión no tiene por qué ocuparse de pre-
ver tales casos en su proyecto.
71. El Sr. AMADO señala que el párrafo 2 prevé el
caso de que el depositario no acepte el cargo; por tanto,
guarda relación con el apartado a del párrafo 1, en vir-
tud del cual el depositario es el órgano competente de la
organización internacional de que se trate: ¿significa que
ese órgano puede negarse a actuar como depositario?
Evidentemente no, pero el texto no es todo lo explícito
que debería ser en un texto que ha de ser adoptado por
los Estados y regir sus relaciones y actividades.
72. El PRESIDENTE, hablando como miembro de la
Comisión, dice que aunque no se propone defender el
texto, aprecia cierta lógica en él. Ha habido, en efecto,
controversias acerca de quién era el depositario, y en
tales casos ha sido preciso arbitrar una solución para
salvar esa laguna en el propio tratado; no obstante, pue-
de argüirse que la disposición es innecesaria y que son
las partes quienes deben hallar una solución.
73. Por otra parte, hay casos que no son invención del
Relator Especial ni de sus predecesores, en los que en
efecto un órgano tiene competencia para ser depositario
pero declina actuar por motivos políticos. Las tendencias
políticas de una organización internacional pueden cam-
biar, y en un momento determinado puede vacilar en asu-
mir las funciones de depositario de un tratado celebrado
en una conferencia convocada por ella cuando su orien-
tación política era diferente y desear luego verse desli-
gada del tratado.
74. El Sr. AMADO dice que los Estados deciden su
propia línea de acción, pero difícilmente pueden dar ins-
trucciones al órgano competente de una organización
internacional.

75. La disposición del párrafo 2 no está expresada en
términos jurídicos: no cabe duda de que los Estados «se
pondrán de acuerdo» acerca de la designación de otro
depositario en caso preciso. Le parece superfluo enunciar
ese hecho evidente en términos tan solemnes.

76. El PRESIDENTE, hablando como miembro de la
Comisión, cita el ejemplo del Pacto de cooperación mu-
tua entre Irak y Turquía, celebrado en Bagdad el 24 de
febrero de 1955 8; el Irak se desligó de las demás partes
contratantes y renunció unilateralmente a sus funciones
de depositario. ¿Habrá que entender en tal caso que no
puede designarse otro depositario, o bien que las restan-
tes partes en el tratado han de nombrar otro? Es posible
que el texto no sea necesario ya que enuncia algo evi-
dente, pero no tiene nada de absurdo.

77. El Sr. ROSENNE dice que, aunque no tiene gran
cosa que objetar al artículo 28, las observaciones de los
Sres. Tunkin, Ago y Amado le hacen preguntarse si es
necesario conservarlo. En este último caso, habría que
modificar su título con objeto de no limitar el artículo
únicamente al depositario de los tratados multilaterales.
La norma fundamental relativa al depositario se enuncia
en la definición que figura en el apartado g del párrafo 1
del artículo 1 y en el párrafo 1 del artículo 29, que tal
vez deban refundirse, en cuyo caso el texto del artículo 28
podría pasar al comentario.

78. El Sr. EL-ERIAN es partidario de que se conserve
el artículo 28, a pesar de que en él se formula una norma
supletoria, a fin de presentar de un modo sistemático las
disposiciones relativas al depositario. Como ha indicado
el Presidente con su conocimiento enciclopédico de la
práctica moderna, puede surgir una controversia en rela-
ción con el depositario de un tratado multilateral, y el
artículo 28 haría que el proyecto fuese más cabal siempre
que no resultase excesivamente detallado ni recargado
en su forma.

79. Al Sr. REUTER le gustaría estar seguro del objeto
del artículo examinándolo en relación con el artículo 29.
En fin de cuentas, el depositario tiene una doble función:
la de custodio material de los instrumentos y otra que se
deriva de la anterior. Ahora bien, el artículo 28 significa-
ría entonces que en determinados casos un depositario
puede ejercer sus funciones sin ser depositario de instru-
mentos materiales, es decir, que tiene una función que
puede desligarse de la de custodio material. ¿O es que la
Comisión ha querido decir otra cosa? Puede suceder que,
como resultado de la anexión de un Estado depositario
o de otros acontecimientos que lo afecten, desaparezca
el texto original del tratado como ocurrió con el Tratado
de Versalles. ¿Admite la Comisión la posibilidad de en-
comendar funciones de depositario a quien no sea cus-
todio del instrumento?

80. El PRESIDENTE, hablando como miembro de la
Comisión, dice que en los ministerios de relaciones exte-
riores ha habido a veces incendios que han destruido
textos originales de tratados; los Estados que eran depo-
sitarios no dejaron de serlo por ese motivo. La cuestión

8 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 233, pág. 211.
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es si la idea de depositario ha de entenderse literalmente
o en el sentido jurídico. Personalmente estima que el
depositario sigue siéndolo, incluso privado del objeto
aceptado en depósito.

81. El Sr. YASSEEN dice que la importancia de la
función de depositario resalta especialmente en el caso
de los tratados multilaterales. La Comisión ha proyectado
siempre redactar una norma supletoria para colmar las
lagunas del acuerdo entre las partes y generalmente lo
ha logrado, pero no ocurre así con los apartados a y b
del párrafo 1 del artículo 28. Según el apartado a se en-
comendarían las funciones de depositario al «órgano
competente» de la organización internacional en la que
se haya redactado el tratado; pero como la competencia
de dicho órgano dependerá de la constitución de la orga-
nización, pueden surgir dudas considerables.
82. Estima inaceptable el apartado b del párrafo 1.
Puede convocarse una conferencia en el territorio de un
Estado sencillamente porque su clima es agradable, pero
tal razón no justifica la preferencia de ese Estado respecto
de cualquier otro.
83. La cuestión del depositario tiene tal importancia
que no cabe pensar que las partes la dejen sin resolver.
Duda entre el argumento lógico aducido por el Sr. Bar-
tos y la práctica, que no falta a este respecto, pero se
inclina por la supresión del artículo ya que las reglas
elegidas no resultan muy acertadas.

84. El Sr. CASTREN dice que en un principio pensaba
que debía conservarse el artículo pero después de haber
escuchado las opiniones expuestas tiene ciertas dudas
respecto a la necesidad o conveniencia de tal disposición.
Las críticas relativas al párrafo 1 son pertinentes y el
Sr. Amado tiene razón al decir que es absolutamente
evidente la idea expresada en el párrafo 2 ya que es in-
concebible que las partes no consulten entre sí en caso
de retirarse el depositario. Por ello, si la Comisión decide
conservar el artículo, deberá al menos revisar el aparta-
do a del párrafo 1.

85. El Sr. JIMÉNEZ de ARÉCHAGA es partidario
de conservar el artículo, dado que el depositario es esen-
cial para la fácil aplicación de un tratado; además el
artículo será aún más necesario si el actual proyecto re-
viste la forma de una convención, ya que otras disposi-
ciones confieren importantes funciones al depositario.
Como ha indicado el Relator Especial, ocurre a veces que
los tratados no contienen ninguna cláusula que designe
al depositario; por tanto, le parece útil contar al respecto
con una norma supletoria que, como indicó acertada-
mente el Relator Especial en el 14.° período de sesio-
nes, recoge la práctica existente. Ningún gobierno ha
formulado objeciones y renunciar al artículo a estas altu-
ras podría crear dudas respecto a la existencia de dicha
norma.
86. El enunciado de normas supletorias es una de las
funciones más útiles que puede desempeñar la Comisión
en el proyecto, pero coincide con los Sres. Ago y Amado
en cuanto a la necesidad de que el Comité de Redacción
mejore ciertos puntos del texto. Por ejemplo, hay que
modificarlo destacando, como señaló el Sr. Ago, que los
Estados no pueden conferir a un órgano de una organi-

zación internacional atribuciones que no posea en virtud
del instrumento constitutivo de tal organización; ya se ha
intentado expresar esa idea utilizando en el texto la pala-
bra «competente». Es posible que esa preocupación del
Sr. Amado obedezca a que el texto francés del párrafo 2
parece ser menos imperativo que los textos inglés y
español.

87. El Sr. RUDA no ve la necesidad de la norma su-
pletoria enunciada en el párrafo 1.
88. Por otra parte, cree que debe formularse una nor-
ma para prever los casos mencionados en el párrafo 2,
que se han dado en la práctica, del depositario que no
acepta o no asume las funciones o que deja de actuar en
esa capacidad. Observa que el texto francés del párra-
fo 2 difiere del texto español, que es aún más categórico
que el inglés porque no menciona la idea de celebrar
consultas. En resumen, cree que se debe suprimir el pá-
rrafo 1 pero conservando la norma enunciada en el
párrafo 2.

89. El Sr. AGO dice que el órgano a que se refiere el
apartado a del párrafo 1 es el «competente» en virtud
de una norma en vigor en la organización de que se
trate. En consecuencia, la Comisión no necesita adoptar
ninguna regla supletoria en la materia y debe prescindir
de un caso que no le concierne.
90. El párrafo 2 debe prever también la hipótesis de
que el depositario deje de existir, por ejemplo por fu-
sión si se trata de un Estado, o por disolución si se trata
de una organización internacional. Por lo demás coin-
cide con el Sr. Amado en que la frase «los Estados que
hubieren negociado el tratado se pondrán de acuerdo»
es una simple exposición de hechos que no procede en
una convención. Sin duda, la Comisión no desea llegar
al extremo de formular una norma que obligue a los Es-
tados a celebrar consultas y a concertar un acuerdo con
el propósito de designar un depositario, lo cual sería
bastante extraño.

91. El Sr. JIMÉNEZ de ARÉCHAGA dice que el
texto debería ser más claro en lo que respecta al punto
señalado por el Sr. Ago ya que no basta que las normas
de una organización internacional prescriban que su se-
cretaría se encargará de la custodia y depósito de los
tratados; el tratado mismo debe también contener alguna
disposición en ese sentido. Se necesita pues una norma
supletoria por si las partes no se ocupan de la cuestión.
El instrumento constitutivo de una organización interna-
cional sólo puede contener disposiciones de carácter ge-
neral en cuanto a la competencia para actuar como de-
positario, pero la cuestión ha de regularse con más
detalle en cada tratado; por ello estima que debe conser-
varse el párrafo 1 con las modificaciones pertinentes.

92. El Sr. ROSENNE dice que la discusión en torno a
la frase «el órgano competente de una organización in-
ternacional», con su referencia implícita a ciertas con-
venciones multilaterales, le ha llevado a la conclusión
de que el artículo 28 debe suprimirse enteramente ya
que los tratados bilaterales también pueden ser deposita-
dos en una organización internacional. Está convencido
de que no existe ningún órgano en las Naciones Unidas
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que sea competente según la Carta para aceptar el depó-
sito de esos tratados, aunque sabe de un caso por lo me-
nos en que así se ha hecho como resultado de negocia-
ciones y de una decisión del Secretario General de las
Naciones Unidas. Se trata del Acuerdo de 1952 entre
Israel y la República Federal de Alemania 9; en efecto,
en circunstancias políticas especialmente delicadas, se
acordó pedir al Secretario General que aceptara los ins-
trumentos de ratificación y que formalizara un acta de
su entrada en vigor, es decir, de hecho, que siguiera el
procedimiento previsto para los tratados multilaterales.
Sería de verdadero valor político contar con esa posibili-
dad, por lo que no parece prudente mantener una norma
fundada en una interpretación estricta de la palabra
«competente».
93. No se opone a que el texto del artículo 28 en su
forma actual o revisado se incluya en el comentario co-
mo una propuesta que la Comisión, tras examinarla,
consideró improcedente en el proyecto de artículos.
94. El PRESIDENTE, hablando como miembro de la
Comisión, dice que en el tratado sobre indemnizaciones
concertado entre Israel y la República Federal de Ale-
mania la designación del depositario se hizo sobre una
doble base; el acuerdo de los países interesados y la
competencia general del Secretario General de las Na
ciones Unidas. Si los Estados pueden así dar su consen-
timiento in concreto, también pueden darlo con respecto
a un tratado multilateral; ésta es la única consecuencia
de orden jurídico que se deduce del argumento del Se-
ñor Rosenne relativo al caso de dos Estados que no
mantengan relaciones diplomáticas.

95. El Sr. ROSENNE está de acuerdo con el Presiden-
te, pero debe señalar que la competencia en ese caso se
derivaba de fuentes externas y no de la Carta de las Na-
ciones Unidas. El sentido atribuido a la palabra «com-
petente» en el debate se ha referido a la competencia
prevista en las normas de una organización. El ejemplo
que ha mencionado no es un caso aislado. Algunos de
los tratados de Locarno 10 y sus instrumentos de ratifi-
cación se depositaron en los archivos de la Sociedad de
las Naciones, aunque no habían sido concertados con los
auspicios de esa Sociedad. La competencia del deposita-
rio en esos casos emana de un doble acuerdo: uno entre
las partes y otro entre las partes y la secretaría de la or-
ganización internacional de que se trate. La palabra
«competente» en el contexto del artículo 28 es muy
ambigua.

96. El PRESIDENTE, hablando como miembro de la
Comisión, recuerda que conforme a un reglamento de
las Naciones Unidas, la Oficina de Asuntos Jurídicos
también ejerce funciones de depositario.

97. El Sr. YASSEEN cree que para designar deposita-
rio a un órgano de una organización internacional no
basta con que ese órgano sea competente de conformi-
dad con su propio estatuto sino que es preciso que el
tratado mismo se pronuncie al respecto. El órgano pue-

9 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. CLXII, pági-
na 207.

10 Sociedad de las Naciones, Recueil des Traités, vol. 54, pá-
ginas 291 a 362.

de ser competente pero ello no obliga a los Estados que
conciertan el tratado a confiarle las funciones de depo-
sitario.
98. Por lo que hace al párrafo 2, aunque no es nece-
sario formular una norma supletoria sobre la designa-
ción de un depositario, ha de preverse en cambio el caso
de que éste no ejerza sus funciones por dejar de existir,
por no asumirlas o por cesar en su ejercicio. Tal caso
ha ocurrido ya en la práctica y la Comisión debe formu-
lar una norma supletoria al respecto. Aceptaría que di-
cha norma impusiera a los Estados la obligación de con-
sultarse para designar a otro depositario, ya que la
función de depositario es indispensable sobre todo en los
tratados multilaterales. Además, dado que el párrafo 2
del artículo 28 trata de las funciones del depositario, no
ve inconveniente en que se incluya esa norma en el ar-
tículo 29 que también trata de esas funciones.

99. El Sr. TSURUOKA dice que el problema estriba
en saber si para la designación de depositario es preciso
el consentimiento de las partes interesadas o si, cuan-
do el tratado no contiene disposición alguna relativa al
depositario, no se requiere el acuerdo de la mayoría.
A su juicio, si es necesario el acuerdo entre las partes, el
artículo 28 resulta superfluo. En efecto, las funciones
del depositario son tan esenciales que, incluso si el tra-
tado guarda silencio al respecto, los Estados interesados
tienen que consultarse a posteriori con objeto de desig-
narlo. Lo mismo cabe decir si por cualquier motivo el
depositario deja de ejercer sus funciones.

100. El Sr. EL-ERIAN suscribe el argumento del Se-
ñor Jiménez de Aréchaga en cuanto a la conveniencia
de formular una norma supletoria en la materia ya que
uno de los más importantes servicios que el proyecto de
artículos puede rendir a la comunidad internacional es
reafirmar ciertos usos modernos que la Comisión consi-
dera aceptables. En los diez últimos años ha habido una
tendencia cada vez más pronunciada a designar a las
Naciones Unidas como depositario, tendencia que debe
alentarse. A falta de una norma supletoria semejante a
la prevista en el artículo 28, los Estados no miembros de
las Naciones Unidas no estarán obligados a reconocer
la competencia del Secretario General en esta esfera.

101. La utilidad de una norma supletoria es particu-
larmente evidente para todos los que han intervenido en
la redacción apresurada de instrumentos constitutivos
de organizaciones internacionales cuando se dispone de
poco tiempo para elaborar las cláusulas finales, como
sucedió por ejemplo con la Carta de la Organización de
la Unidad Africana.

102. El Sr. AMADO dice que el párrafo 2 quizá se-
ría aceptable si se modificase como sigue: «los Esta-
dos... designarán un nuevo depositario». La idea de las
consultas es superflua ya que difícilmente puede conce-
birse que los Estados no se consulten entre sí y olviden
zanjar la cuestión del depositario del tratado.

Se levanta la sesión a las 13 horas.


